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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
13612 Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 

el año 2015.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley:

PREÁMBULO

I

Los Presupuestos Generales del Estado fundamentan su marco normativo básico en 
nuestra Carta Magna, la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, así como en 
la Ley General Presupuestaria y en la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.

El Tribunal Constitucional ha ido precisando el contenido posible de la ley anual de 
Presupuestos Generales del Estado y ha venido a manifestar que existe un contenido 
necesario, constituido por la determinación de la previsión de ingresos y la autorización 
de gastos que pueden realizar el Estado y los Entes a él vinculados o de él dependientes 
en el ejercicio de que se trate. Junto a este contenido necesario, cabe la posibilidad de 
que se añada un contenido eventual, aunque estrictamente limitado a las materias o 
cuestiones que guarden directa relación con las previsiones de ingresos, las 
habilitaciones de gasto o los criterios de política económica general, que sean 
complemento necesario para la más fácil interpretación y más eficaz ejecución de los 
Presupuestos Generales del Estado y de la política económica del Gobierno.

Por otra parte, el Tribunal Constitucional señala que el criterio de temporalidad no 
resulta determinante de la constitucionalidad o no de una norma desde la perspectiva de 
su inclusión en una Ley de Presupuestos. Por ello, si bien la Ley de Presupuestos puede 
calificarse como una norma esencialmente temporal, nada impide que accidentalmente 
puedan formar parte de la misma preceptos de carácter plurianual o indefinido.

De otro lado, en materia tributaria, el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución 
dispone que la Ley de Presupuestos no puede crear tributos aunque sí modificarlos 
cuando una Ley tributaria sustantiva así lo prevea.

Las materias que queden al margen de estas previsiones son materias ajenas a la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado. De esta forma, el contenido de la Ley está 
constitucionalmente acotado —a diferencia de lo que sucede con las demás Leyes, cuyo 
contenido resulta, en principio, ilimitado— dentro del ámbito competencial del Estado y 
con las exclusiones propias de la materia reservada a Ley Orgánica.

Consecuentemente, la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2015 regula 
únicamente, junto a su contenido necesario, aquellas disposiciones que respetan la 
doctrina del Tribunal Constitucional sobre el contenido eventual.

Estos Presupuestos Generales del Estado para 2015, elaborados en el marco de la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, persisten en el objetivo de 
conseguir una mayor racionalización del proceso presupuestario a través de la confluencia 
de las mejoras introducidas a nivel de sistematización, en tanto que se procede a la 
ordenación económica y financiera del sector público estatal, así como a definir sus 
normas de contabilidad y control, y a nivel de eficacia y eficiencia. cv
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Octava. Modificación de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, se modifica la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria, de la siguiente forma:

Uno. Se modifica el apartado 1.h) del artículo 2 de la Ley General Presupuestaria, 
que queda redactado como sigue:

«Artículo 2. Sector público estatal.

A los efectos de esta ley forman parte del sector público estatal:
…
h) Los consorcios adscritos a la Administración Pública estatal conforme a lo 

establecido en la disposición adicional vigésima de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

El resto del artículo permanece con la misma redacción.

Dos. Se da nueva redacción a los apartados 3 y 5 del artículo 34 de la Ley General 
Presupuestaria, que queda redactado como sigue:

«3. Podrán aplicarse a créditos del ejercicio corriente obligaciones contraídas 
en ejercicios anteriores, de conformidad con el ordenamiento jurídico, para las que 
se anulara crédito en el ejercicio de procedencia.

Asimismo, podrán atenderse con cargo a créditos del presupuesto del ejercicio 
corriente obligaciones pendientes de ejercicios anteriores, en los casos en que 
figure dotado un crédito específico destinado a dar cobertura a dichas obligaciones, 
con independencia de la existencia de saldo de crédito anulado en el ejercicio de 
procedencia.»

«5. Los créditos iniciales dotados en los Presupuestos Generales del Estado 
para atender obligaciones de ejercicios anteriores solo podrán modificarse 
mediante el procedimiento previsto en los artículos 55, 56 y 57 de esta ley.»

El resto del artículo permanece con la misma redacción.

Tres. Se modifica el artículo 54, punto 3 párrafo segundo de la Ley 47/2003, de 26 
de noviembre, General Presupuestaria, que queda redactado de la siguiente forma:

«La financiación de las ampliaciones de crédito en el presupuesto de los 
organismos autónomos podrá realizarse con cargo a la parte del remanente de 
tesorería al fin del ejercicio anterior que no haya sido aplicada en el presupuesto 
del organismo, con mayores ingresos sobre los previstos inicialmente o con baja en 
otros créditos del presupuesto no financiero del organismo.»

El resto del artículo permanece con la misma redacción.

Cuatro. Se modifica el número 5 del artículo 57 de la Ley General Presupuestaria, 
que queda redactado como sigue:

«5. En el supuesto de que el crédito extraordinario o el suplemento de crédito 
se destinara a atender obligaciones de ejercicios anteriores, para las que no se 
anulara crédito en el ejercicio de procedencia que afecte al presupuesto del Instituto 
Nacional de Gestión Sanitaria o al del Instituto de Mayores y Servicios Sociales, la 
Ministra de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad propondrá al Consejo de 
Ministros la remisión de un proyecto de ley a las Cortes Generales, previo informe 
de la Dirección General de Presupuestos y dictamen del Consejo de Estado. Este 
mismo procedimiento se aplicará a propuesta de la Ministra de Empleo y Seguridad 
Social cuando se trate de créditos para atender gastos del resto de entidades de la 
Seguridad Social.» cv
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El contenido del informe podrá incorporar también información sobre los 
principales resultados obtenidos en otras actuaciones de control, distintas del 
control financiero permanente y la auditoría pública, llevadas a cabo por la 
Intervención General de la Administración del Estado.

2. Los informes generales de control, una vez presentados al Consejo de 
Ministros, serán objeto de publicación en la página web de la Intervención General 
de la Administración del Estado.

3. La Intervención General de la Administración del Estado podrá elevar a la 
consideración del Consejo de Ministros a través del Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas los informes de control financiero permanente y de 
auditoría que, por razón de sus resultados, estime conveniente anticipar su 
conocimiento.»

Nueve. Se añade un apartado 3 nuevo al artículo 150 de la Ley General 
Presupuestaria, con la siguiente redacción:

«3. En la intervención material se comprobará la real y efectiva aplicación de 
los fondos públicos.

La intervención de la comprobación material de la inversión se realizará, en 
todo caso, concurriendo el representante de la Intervención General y, en su caso, 
el asesor designado, al acto de comprobación de la inversión de que se trate.

La responsabilidad del representante de la Intervención General y, en su caso, 
asesor designados se valorará de forma proporcional a los medios personales y 
materiales disponibles para efectuar el acto de comprobación. Dicha 
responsabilidad no alcanzará a aquellos defectos o faltas de adecuación de la 
inversión realizada que no den lugar a resultado tangible, susceptible de 
comprobación, o aquellos vicios o elementos ocultos, imposibles de detectar en el 
momento de efectuar la comprobación material de la inversión.

En los supuestos en los que no se haya designado asesor técnico, por no 
considerarlo necesario o resultar imposible, la responsabilidad exigible al representante 
designado quedará limitada a los aspectos y deficiencias que se puedan detectar 
atendiendo a la diligencia media exigida a los profesionales de la Administración que 
no requieren una cualificación técnica en un sector específico objeto de la inversión 
para el desempeño de las funciones asignadas a su puesto de trabajo.»

Diez. Se da nueva redacción al artículo 161 de la Ley General Presupuestaria, que 
queda redactado como sigue:

«Artículo 161. Planes de acción y seguimiento de medidas correctoras.

1. Cada departamento ministerial elaborará un Plan de Acción que determine 
las medidas concretas a adoptar para subsanar las debilidades, deficiencias, 
errores e incumplimientos relevantes que se pongan de manifiesto en los informes 
de control financiero permanente elaborados por la Intervención General de la 
Administración del Estado, relativos tanto a la gestión del propio departamento 
como a la de los organismos y entidades públicas adscritas o dependientes y de 
las que ejerza la tutela.

2. El Plan de Acción se elaborará en el plazo de 3 meses desde que el titular 
del departamento ministerial reciba la remisión semestral de los informes de control 
financiero permanente y contendrá las medidas adoptadas por el departamento, en 
el ámbito de sus competencias, para corregir las debilidades, deficiencias, errores 
e incumplimientos que se hayan puesto de manifiesto en los informes remitidos por 
la Intervención General de la Administración del Estado y, en su caso, el calendario 
de actuaciones pendientes de realizar para completar las medidas adoptadas. El 
departamento deberá realizar el seguimiento de la puesta en marcha de estas 
actuaciones pendientes e informar a la Intervención General de la Administración 
del Estado de su efectiva implantación. cv
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